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3. Se realizaron elecciones nacionales en diciembre de 1997 y la nueva 

administración tomó posesión el 15 de enero de 1998. La nueva Presidenta, Claudia 
Reina, era la líder del recién formado Partido por la Unidad de Liberté, que se auto 
describía como el representante del consenso ciudadano en contra tanto de la rebelión 
por medio de la violencia, como del control a través de la represión. Su plataforma era 
centralista tendiendo al conservadorismo en asuntos fiscales y moderadamente 
progresista en asuntos sociales, con una agenda basada en la revitalización de las 
instituciones democráticas y la implementación de los acuerdos de paz. 
 

4. El proceso de negociación de los acuerdos abrió nuevos espacios para el 
diálogo político y generó importantes oportunidades para la participación de actores 
políticos no tradicionales en la toma de decisiones. La propia Claudia Reina fue la 
primera mujer electa presidenta en Liberté. Entre su Gabinete había mujeres Ministras 
de Justicia y Economía, un indígena como Ministro de Desarrollo y el Ministro de 
Educación era afro descendiente. Los nuevos miembros del Congreso Nacional también 
eran más representativos de la diversidad del país que en el pasado. 
 

5. En 1998, en cumplimiento con los acuerdos de paz, una Asamblea 
Constitucional aprobó reformas a la Constitución, posteriormente ratificadas a través de 
un Referéndum Nacional. En el área de los Derechos Humanos, hubo tres 
modificaciones principales, dirigidas, en gran parte, a prevenir abusos similares a los 
perpetrados durante el conflicto. Primero, la Constitución fue reformada para garantizar 
la protección de los derechos humanos reconocidos en los tratados ratificados por 
Liberté, a los cuales se reconoció un estatus jurídico equivalente a la propia 
Constitución. Segundo, los poderes de emergencia conferidos al ejecutivo fueron más 
definidos y limitados. De conformidad con el artículo 101 de la Constitución de Liberté, 
enmendado: 
 

El Presidente de la República podrá declarar estado de emergencia en todo el país o 
parte del territorio de la nación en el evento de agresión externa inminente, guerra, serios 
disturbios internos o por desastre natural. Cualquier derecho individual afectado debe ser 
expresamente indicado en el decreto. El Presidente debe notificar al Congreso de tal 
declaratoria dentro de las 48 horas siguientes a su expedición. El estado de emergencia 
no debe extenderse más allá de las exigencias para las que fue requerido; si el estado de 
emergencia no es levantado dentro de los 90 días de emitido, será suspendido 
automáticamente al final de dicho plazo. El Congreso podrá, si las circunstancias así lo 
ameritan, revocar el decreto en cualquier momento por mayoría de votos.  

 
Tercero, la constitución fue reformada para ubicar el papel de las Fuerzas Armadas en 
la  seguridad externa, con la Policía Nacional como responsable de la seguridad interna 
de la ciudadanía. 
 

6.  En 1999, en ampliación de su compromiso con el Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, Liberté estableció un grupo de trabajo 
interinstitucional para analizar la posibilidad de soluciones amistosas en casos 
individuales, y colaborar en la implementación de decisiones de la Comisión y la Corte 
Interamericanas. De hecho, el Estado fue capaz de entablar procesos de solución 
amistosa en 11 casos individuales, y acuerdos fueron alcanzados en 8 de ellos. A fines 
de 1999, Liberté ratificó el Protocolo Adicional a la Convención Americana en Materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales. (Protocolo de San Salvador). 
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fortalecimiento y preservación del mismo; y, requerir a la OEA el envío de una misión de 
observadores electorales, tan pronto como fuera posible, para supervisar las elecciones 
nacionales próximas. 
 
 20. Tras una sesión especial llevada a cabo el 12 de noviembre de 2001, el 
Consejo Permanente de la OEA emitió una resolución: Tomando nota de la gravedad de 
la situación en Liberté; recalcando los principios fundamentales del sistema regional a 
favor de la democracia representativa, incluidos aquellos establecidos por la Carta 
Democrática Interamericana; resolviendo apoyar al Gobierno Constitucional y las 
instituciones del Estado de Derecho; y llamando a todas las instituciones públicas a 
garantizar las condiciones necesarias para un proceso electoral válido. Tras consultas 
con Liberté, se acordó que la OEA enviaría una misión de observadores electorales tan 
pronto como fuera posible. 
 
 21. Entre tanto las Fuerzas Armadas de Liberté habían iniciado sus patrullas 
conjuntas con la Policía Nacional. Dada la extensión de las zonas a ser cubiertas, el 
número y tamaño de las protestas, pronto se evidenció que simplemente no había 
suficientes oficiales de policía disponibles, y que ciertas situaciones deberían ser 
atendidas por soldados. 
 
 22. El 17 de noviembre de 2001, 20 conscriptos recientemente reclutados 
fueron asignados para responder a una protesta en una zona rural al suroeste del país. 
Aunque en un inicio la protesta era pequeña, para las 9:00 a.m., momento en que ellos 
llegaron, los manifestantes habían aumentado a más de 500 personas, altercados entre 
facciones políticas opuestas se habían desatado, y mayor violencia parecía inminente. 
Ansiosos por impedir violencia adicional o por temor a perder el control de la situación, 
para las 9:30 a.m. los conscriptos habían arrestado más de 150 personas, incluidos 
hombres, mujeres y algunos niños. En razón de que la estación local de policía era 
pequeña, los detenidos fueron enviados en buses a la base militar más cercana. 
 23. Los detenidos incluían a Joel Valencia de 16 años de edad, y 10 de sus 
compañeros a los que él había persuadido de faltar a clases en la mañana para 
participar en la protesta. El grupo de más de 150 detenidos fue colocado bajo vigilancia 
en un auditorio mientras dos conscriptos revisaban sus documentos de identidad y 
anotaban sus datos generales. Los ánimos se mantenían caldeados y varias veces 
hubo incidentes de enfrentamiento verbal y empujones entre grupos de manifestantes 
así como entre manifestantes y conscriptos. Completamente atemorizados, Joel y sus 
amigos trataban de mantenerse apartes en una esquina del auditorio. Se proporcionó 
comida y agua a los detenidos. Se los mantuvo en detención esa noche y buena parte 
del siguiente día, poniéndoselos en libertad a las 7:30 p.m. 
 
 24. Entre tanto, los padres de Joel y los de sus amigos, desesperados en 
vista de que los jóvenes no regresaban a casa, invirtieron horas tratando de conseguir 
información hasta conocer que sus hijos probablemente habían sido arrestados durante 
las protestas. A las 3:00 p.m. del 17 de noviembre, concurrieron en grupo a presentar 
una petición de habeas corpus exigiendo la liberación de sus hijos. El juez local 
rápidamente determinó dónde se mantenía a los detenidos, llamó por teléfono a la base 
y confirmó que los muchachos se encontraban allí. El juez informó a los padres al 
respecto, pero rechazó el pedido de habeas corpus con base en la suspensión del 
Artículo 22 de la Constitución por el estado de emergencia. 
 
 III. El Cuestionamiento de la Constitucionalidad 
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 25. Joel Valencia desarrolló su interés en asuntos públicos principalmente 
porque sus padres han participado activamente en el movimiento de derechos civiles de 
Liberté. A comienzos del conflicto interno, se encontraban  entre los líderes de derechos 
civiles que fundaron el Foro Democrático no gubernamental, orientado a la protección 
de las libertades civiles y la promoción de las instituciones democráticas. Los miembros 
del Foro Democrático, incluidos abogados, sindicalistas y activistas de oposición, a 
menudo asumieron grandes riesgos para defender derechos básicos atacados durante 
el conflicto. Ángela Valencia, la madre de Joel, continúa trabajando para el Foro como 
asesora jurídica. El padre de Joel, Abraham Valencia, dejó la organización a fines de 
1997, luego de que fue electo para el Congreso Nacional como candidato del centro-
izquierdista Partido de la Justicia. Se encontraba en campaña para la reelección en 
2001 en una de varias difíciles contiendas. 
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del ejecutivo de dar por terminada la huelga efectivamente coartó el derecho de los 
sindicatos de participar en negociaciones colectivas y representar los intereses de sus 
miembros. 

 
30. La decisión adoptada por la Corte Constitucional el 6 de enero de 2002 

respaldó las medidas cuestionadas con una sola excepción. Encontró, en lo principal, 
que la urgencia y severidad de la situación de desasosiego justificaba cierta deferencia 
hacia el ejecutivo como órgano responsable de la aplicación de la ley, en cuanto a los 
medios necesarios para garantizar el orden público. En consecuencia, confirmó las 
medidas relacionadas al arresto y detención. La Corte afirmó que garantizar el orden 
público era, además, necesario para la celebración de elecciones válidas. Respecto de 
la impugnación concerniente a los trabajadores portuarios, sostuvo que el ejecutivo 
podía iniciar y facilitar arbitraje no obligatorio entre las partes como un mecanismo de 
negociación, pero no podía imponer un arbitraje obligatorio si éste no estaba previsto en 
los acuerdos de negociación colectiva. Esto, en opinión de la Corte, privaría 
permanentemente a los trabajadores de su derecho de proceder judicialmente. De todas 
formas, la Corte sostuvo la orden de levantar la huelga con base en el urgente interés 
nacional. 

 
IV. Procedimientos ante el Sistema Interamericano 
 
31. Convencido de que la declaratoria del estado de emergencia y las 

medidas específicas cuestionadas ante la Corte Constitucional sirvieron para evidenciar 
problemas fundamentales en la protección de los derechos humanos y la consolidación 
del sistema democrático necesario para garantizar tales derechos en Liberté, el Foro 
Democrático presentó una petición ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos el 30 de enero de 2002, en representación de las mismas partes que había 
representado a nivel interno, alegando que el Estado de Liberté era internacionalmente 
responsable por las siguientes violaciones: 

 
Artículos 27 y 1(1) de la Convención Americana con relación a la declaratoria del 
estado de emergencia en general; 
 
Artículos 1(1), 5, 7, 8, 19 y 25 de la Convención Americana con relación al 
arresto, detención y denegación de protección judicial contra Joel Valencia y sus 
10 compañeros; 
 
Artículos 1(1) y 23 de la Convención Americana con respecto a Abraham 
Valencia y los otros dos candidatos al Congreso; y 
 
Artículos 1(1) y 16 de la Convención Americana, y Artículo 8 del Protocolo 
Adicional en Materia de Derechos Económicos Sociales y Culturales (Protocolo 
de San Salvador) con respecto a los trabajadores portuarios. 
 
Sostuvieron que la declaratoria de emergencia y sus medidas relacionadas 

amenazaron los principios más elementales del sistema regional, especialmente el 
respeto por los derechos humanos, el Estado de Derecho y la separación de poderes, 
como han sido articulados por la Carta Democrática Interamericana. 

 
32. El 30 de junio de 2002, la Comisión declaró el caso admisible respecto 

de los Artículos antes mencionados, y se puso a disposición de las partes para tratar de 
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alcanzar un acuerdo amistoso. Las partes se rehusaron a entrar en negociaciones para 
una solución amistosa. 

 
33. El 25 de noviembre de 2002, la Comisión adoptó un informe de 

conformidad con el Artículo 50 de la Convención Americana, encontrando que las 
situaciones denunciadas por los peticionarios constituían violaciones a los Artículos 
1(1), 5, 7, 8, 16, 19, 23, 25 y 27 de la Convención Americana, así como del Artículo 8 
del Protocolo de San Salvador. La Comisión recomendó que Liberté adoptara medidas 
legislativas y otras necesarias para: restablecer y garantizar el ejercicio de los derechos 
afectados, en la medida de lo posible, y repara a las víctimas cuando tal 
reestablecimiento no fuera posible o suficiente. La información enviada por el Estado el 
5 de enero de 2003 en respuesta al informe adoptado de acuerdo con el Artículo 50, 
indicaba que estas recomendaciones no habían sido implementadas. 

 
34. El 25 de enero de 2003, la Comisión remitió el caso a la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (la Corte Interamericana). El 30 de enero del 
2003, la Corte Interamericana notificó al Estado de Liberté de la demanda. El 5 de 
febrero de 2003, Liberté dirigió una comunicación a la Corte Interamericana 
manifestando que dado que las medidas cuestionadas habían sido adoptadas 
precisamente para asegurar el respeto por los derechos básicos, mantener el Estado de 
Derecho y garantizar el ejercicio efectivo del voto popular, renunciaba al derecho de 
oponer excepciones preliminares. La Corte Interamericana ha convocado a una 
audiencia para que se presenten argumentos orales sobre los méritos del caso. 

V. Instrumentos Relevantes 

35. Liberté ha sido miembro de la Organización de Estados Americanos 
(OEA) desde 1948. Es parte de la Convención Americana de Derechos Humanos, 
habiéndola ratificado en 1978 sin reservas. Aceptó la competencia contenciosa de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos mediante declaración depositada sin 
acuerdo especial en 1978. Liberté ratificó el Protocolo de San Salvador en 1999. Como 
se mencionó anteriormente, Liberté participó junto con todos los Estados miembros de 
la OEA en la adopción de la Carta Democrática Interamericana en el 2001. 

36. Fuera del sistema regional, Liberté es parte del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos y del Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, ambos ratificados sin reserva en 1980. 

37. Finalmente, el Reglamento de la Comisión Interamericana que entró en 
vigencia el 1ro de mayo de 2001 y el Reglamento de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos que entró en vigencia el 1ro de junio de 2001, son aplicables al 
presente caso.     
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